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Excmos.  Sres . :

D. Francisco Tomás y Val iente

D. Fernando Garcfa-Mon y

GonzáIez-Regueral

D. Alvaro Rodr iguez Berei jo
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Núm.  de  Reg is t ro :  720 /90

ASUNTO: Recurso de amparo

promovido por don 'José Manue1

Hernangomez Fernández, en

proceso laboral por despido.

SOBRE: Anulación del iuicio
por haber admitido en su

transcurso 1a subsanación de

defectos en la demanda.

En la pieza separada

dic tar  e l  s igu iente

de suspensión, Ia SaIa ha acordado

AUTq

I .  AI{TECEDENTES

1.  Mediante escr i to  que ingresó en este Tr ibunal -  e1 dfa 2L

marzo L990,  s€ in terpuso recurso de amparo contra Sentencia

dic tada por  eI  Tr ibunal  Super ior  de Just ic ia  (SaIa de 1o Sociaf )

de  Madr id ,  de  fecha  L7  ene ro  l -990  ( r .  2065-M-89 -2a -MJ)  .  En  e } }a

se habla anulado Ia Sentencia dictada por el- Juzgado de 1o Social

6 de Madrid, y se habf a repuest,o el proceso al momento de

presentación de la demanda, con e1 f in de que se advirt ieran los

defectos u omis iones en su redacción - -1a fa l ta  de consignaclón

del- salario--, para que e1 actor l-os subsanara o se archivaran

las actuaciones.

En la demanda de amparo se pide que se declare la nulidad
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de Ia Sentencia lmpugnada, y que no procede la anulación de las

actuaciones acordada por eI Tribunal Superior de ,Justicia. La

demanda se funda en que la anulación del juicio vulnera eI

derecho a Ia tutela judiclal efectiva del demandante, porque Ia

subsanación de los defectos en que habfa incurrldo

originariament,e su demanda no produjo en modo alguno indefensión

de su antiguo empLeador, y que l-a total nul idad de las

actuaciones ordenada por el Tribunal Superior fué

desproporcionada y formal-lsta. Por otrosf se pide la suspensión

cautelar, para evitar un nuevo juicio y una segunda sent,encia,

que deberfa ser anulada si se concediese el amparo.

2. El Sr. Hernangomez presentó demanda por despido contra eI

Ayuntamiento de Majadahonda, €1 1 agosto 1989, previa reclamación

administrativa. En sus dos escritos se habla producido un error

mecanográfico, df señalar como fecha de despido eI dla L6 junio

L987,  cuando eI  despido se habfa producido realmente e l  L6 jun io

1989. En la demanda tanbién se ornit ió el dato del salario que

venfa perc ib iendo eI  actor .

E l  ju ic io  se ce lebró e l  3  nov iembre 1989.  En su t ranscurso

la parte demandada alegó dos úrnicos motivos de oposj-ción, con

apoyo en los errores citados: esgrimió que 1a acción habfa

caducado, dl haber transcurrido dos años, y consideró que el- que

se h ic iera constar  en e l  acto de1 ju ic io  eI  safar io  perc ib ido

suponla una variación sustanclal de Ia demanda, eu€ le producfa

inde fens ión .

La sentencia del  ,Juzgado,  de 5 octubre 1989,  desest imó en

su primer fundamento jurfdico los dos motivos alegados, Y

entrando en eI fondo estimó la demanda. Aun considerando que la

demanda contenfa, efect, ivamente, 1os dos errores mencionados, Jos

entendló irrelevantes. EI Ayuntamiento de Majad.ahonda interpuso

recurso de suplicación, por l-as mj-smas faltas formales que habla

opuesto a la demanda. El TSJ estimó eI recurso, €fi  la Sentencia

que ha dado lugar al presente recurso de amparo.
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3. La Sección Primera acordó admitir a trámite l-a demanda de

amparo e1 L6 ju l io  1990,  s in  per ju ic io  de 1o que resul ta  de ]os

antecedentes;  requer i r  test imonio de las actuaciones jud ic ia les,

y  formar p ieza separada de suspensión.

4,  Por  escr i to  lngresado e1 23 ju l io  s j -gu iente,  e l  F iscal  don

Eduardo Torres-Dulce Lifante i-nformó a favor de la conceslón de

Ia suspensión. Aunque en la jurisprudencia constitucional se

mantiene que el cri terio general, tratándose de resoluciones

j  ud ic ia les ,  consis t ,e  en la  no sUspens j -ón,  Su apl  j -caCión está

subordinada a la necesidad de impedir que el amparo pudiera

perder su f inal idad. Es claro que si no se suspende Ia ejecución

de la sentencia recurrida, y por ende de Ia providencia dictada

por el ,Juzgado requir lendo la subsanación de los defect,os

advert idos en la demanda, €l objeto mismo del recurso de amparo

perderla toda su f inal idad, que no es otra sino cuest, ionar el

alcance de l-a subsanación acordado en la Sentencia de

supl icac ión.

El recurrente formuló alegaciones en favor de su solicj-tud,

por escrito presentado en el Juzgado de Guardia de Madrid el 23

de ju I io ,  e  ingresado en e l  Tr ibunal  e l -  s igu iente d la 25,  La

suspensj-ón no t iene otra f inal idad que evi lar que se dupliquen o

reproduzcan actuaciones procesales eue, de concederse el- anparo,

habr lan de ser  anul -adas en cascada.  Por  e1 contrar io ,  no se

produce nÍngr1n perjuicio para eI Ayuntamiento demandado a causa

de 1a suspensión, que no sean generados por la demora en concluir

definit ivamente el l i t igio, eu€ son inevitables en cualquler caso

mientras penda eI proceso constitucional, y eu€ recaen de manera

más gravosa sobre el trabajador demandant,e que sobre eI empleador

demandado.

I I .  FUNDAI{ENTOS JURIDICOS
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1. EI art , .  56 de nuestra Ley Orgánica prevé 1a suspensión del

acto por raz6n del cual se reclama e1 amparo, cuando su ejecuclón

inmediata, anterior a nuestro pronunciamiento por Sentencia,

hubiera de ocasionar un perjuicio que harfa perder su finalidad

al amparo; por eI contrario, nos autoriza a denegar l-a concesión

de l-a medida caut,elar cuando de la suspensión pudiera seguirse
perturbación grave de los intereses generales, o de los derechos

fundamental-es de un tercero. Cuando Ia petición de suspensión se

dir ige contra resoluciones judic ia les,  este Tr ibunal  ha sostenido

siempre, desde sus in ic ia l -es Autos t7 y 57/L980, de 24 sept ienbre
y 22 octubre, eu€ exist.e un indudable interés general en Ia

pronta y completa ejecución de las Sentencias de los Tribunales

de Justicia por 1o eu€, en principio, y salvo que existan

poderosas razones en cont,rario, y concurran todos los elementos

de juicio necesarios para adopt,ar una decisión cautelar, han de

ser mantenidas su ef icacia y ejecutor iedad.

2. La particularj-dad que ofrece el presente asunto es que la

Sentencia cuya suspensión se solicita ha sido impugnada ante

nosotros,  precisamente,  For haber anulado una previa Sentencia;  Y
la Sentencia anulada habla resuelto el fondo del l i t igio entre

l-as partes, y se habla pronunciado sobre sus respeclivos

derechos, dI revés que la Sentencia anulat,oria, que se fundó

exclusivamente en un vicio procesal de la demanda laboral

in ic ia l ,  presentada por el  t rabajador contra el  despido decidido

por el Ayuntamiento. E1 recurso de anparo reprocha a la Sentencia

de suplicación haber anulado eI juicio y la resolución de

instancia por una interpretación exacerbadamente formal y

garant ista del-  ar t .  24 Const i tución. Por tanto,  y como señaIa el-

Minister io Fiscal ,  Ia cuest ión que se debate en el  present,e

proceso constj-tucional consiste en diLucidar si e1 imperat,ivo

constitucional de que Ia protección que dispensan los Tribunales

sea, s imultáneamente,  ef icaz y s in indefensión, just i f icaba la

anulación decretada por e1 TribunaL de suplicación o, por eI
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contrario, imponfa la confirmación e inmediata ejecución de la

sentenci-a de instancia.

Pero es inexact,o afirmar que Ia ejecución de la Sentencia

impugnada, que ordena repetir Ia vista de1 Juicio prevla

subsanación de la demanda, harfa perder al- amparo su finalidad,

porque ni la ejecución interina de l-a Sentencia impugnada

reafirma su validez constitucional-, o prejuzga en modo alguno

nuestra futura decis ión respecto a su adecuación al  ar t .  24

Constitución; ni tampoco puede afirmarse que la repeticlón del
ju ic io,  y la emisión de una segunda sentencia sobre eI  fondo,

hubiera de generar perjuj-cios irreparables a ninguna de las

partes en l i t ig io.  Tanto Ia repet lc ión del  ju ic io,  como la

suspensión de su celebración, antes de que nos pronunciemos sobre

la validez constitucional de la nulidad de actuaclones decretada

por e1 Tribunal Superior, han de causar necesariamente perjuicios

a las partes; pero ni los que pueda sufrir e1 demandanLe, ni los

que pueda padecer eI demandado, privarfan al presente proceso de

su finalidad. Tampoco puede apreciarse perturbación alguna a ]os

derechos fundarnentales de los implj-cados, sin gue en esta f ase

procesal sea lfcito preferir eI derecho fundamental a una tutela

judicial constitucionalmente debida de nlnguna de las partes,

sobre el  de Ia otra,  err  e l  proceso laboral  a quo.

3. En defj-nit iva, eI único factor que debe regir nuestra

decis ión cautelar resul ta ser el-  interés general ,  cuya

perturbación debe ser evitada o minimizada durante eI tiempo

dedicado a resolver por Sentencia el actual recurso de amparo.

Como recordamos más arriba, nuestra jurisprudencia cifra el-

int ,erés general  prevalente en la ef icacia y ejecutor iedad de las

Sentencias pronunciadas por 1os Tribunales. Est,e criterio, QU€

ordinarlamente supone el mantenimiento provisional de la

sentencia emitida por el Tribunal de grado superior, si es

preciso en detrlmento de Ia pronunciada por el inferior en

sentido distinto, ha de dar lugar a un resultado contrario en el

caso presente. Pues Ia Sentencia de instancia, aI revés que la de
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supl-icación, of reció un pronunciamj-ento sobre eL fondo de Ia

controversj-a que enfrenta a los just ic iables,  y determinó
judicialmente los derechos de Ios l it j-gantes. Y aI tratarse de

una controversia de caráct ,er  c iv i l ,  no de una causa penal ,  los

derechos declarados inicialmente en una sentencia, pronunciada

tras el correspondiente proceso, oo deben quedar en una mera

declaraclón de lntenciones salvo que concurra una sól-ida razón
para ello. Razón gu€, por 1o visto en el fundamento ant,erior, rIO

aparece en eL caso presente.

En virtud de 1o expuesto, Ia Sala acuerda la suspensión de

Ia ejecución de Ia Sentencia dictada por eI Tribunal Superior de

Just ic ia  (SaIa de 1o Socia l )  de Madr id ,  de fecha L7 enero 1990

( r .  2065 -M-89 -2e -M,J )  .

Madr id ,  a  s ie te de Agosto de mil novecientos novent,a.
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